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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 547/2026/2
SENTENCIA DEFINITIVA

PARTE ACTORA: 
“**********”, S. DE R.L. DE C.V.
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS; DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS.

MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ. 
SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES
COLABORO: LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiséis de agosto de dos mil veintiséis.
V I S T O. Para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 547/2026/2, y;
R E S U L T A N D O:
I. Demanda. Por escrito presentado ante este Tribunal, el tres de junio de dos mil veintiséis, compareció **********, en su carácter de apoderado legal de la persona moral denominada “**********”, S. de R.L. de C.V, a demandar a la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas; y al Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas; por la nulidad de:

“1. La resolución recaída al recurso de revocación interpuesto por mi representada, en contra de la diversa resolución contenida en el oficio número **********, misma que fue expedida el ********** por el C. Director General de Ingresos, dependiente de la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Dirección General de Ingresos, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por virtud de la cual se confirmó la resolución determinante de cuatro multas impuestas a **********, S. DE R.L. DE C.V., en cantidad total de ********** (**********), supuestamente por no presentar la declaración de pago mensual del impuesto sobre erogaciones por remuneración al trabajo personal, correspondiente a los meses de marzo, abril, mayo y junio de 2024.
...

2. La resolución sin número, determinante del crédito fiscal número **********, expedida el ********** por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, adscrita a la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por virtud de la cual se impuso a **********, S. DE R.L. DE C.V., cuatro multas en cantidad total de ********** (**********), supuestamente por no presentar la declaración de pago mensual del impuesto sobre erogaciones por remuneración al trabajo personal, correspondiente a los meses de ********** a ********** de **********.”

II. Trámite de Juicio. Por auto de cinco de junio de dos mil veintiséis se admitió la demanda; constancia de emplazamiento a la autoridad demandada; enseguida por proveído de diez de julio dos mil veintiséis, en que se tuvo por contestada la demanda a la autoridad demandada, se admitieron pruebas a las partes, y finalmente, se fijaron las diez horas del diecinueve de agosto de dos mil veintiséis para celebrar la audiencia final de este juicio.  
III. Audiencia Final. En la fecha y hora señalados tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes; en la que se dio cuenta con las constancias del sumario, entre ellas, los escritos de demanda y su ampliación así como con los de las respectivas contestaciones; en período de pruebas, se desahogaron las admitidas a las partes, y se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes por desahogar; en seguida, en período de alegatos se dio cuenta de que las partes no formularon alegatos; y así, debidamente integrado el expediente en que se actúa, se citó para resolver el presente asunto; y,
C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO. Existencia del acto. Los actos materia de impugnación lo constituyen la resolución identificada en el oficio ********** de fecha **********, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien resuelve el recurso de revocación interpuesto en contra de la resolución contenida en el crédito fiscal ********** de fecha **********, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por una suma total de $********** (**********); acto cuya existencia quedó demostrada con las documentales que se encuentran a fojas 48 a la 58 del expediente que se analiza; a las que se le da valor probatorio pleno acorde con lo dispuesto en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí. 
TERCERO. Oportunidad. La demanda de nulidad se presentó dentro del plazo de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que dispone que: el plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: de treinta días hábiles siguientes al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata. 

Entonces, si en el presente asunto la actora señaló que fue notificada del acto controvertido, el dieciséis de abril de dos mil veintiséis; el término para presentar la demanda le comenzó a correr el día veinte de abril, y le feneció el tres de ********** de de dos mil veintiséis, ello descontando los días inhábiles acorde con lo dispuesto en el artículo 15 del Código Procesal en consulta; 
 por tanto es claro que la actora ingreso su demanda en este Tribunal dentro del término de treinta días hábiles señalados en el numeral 24 en estudio, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO. Legitimación. Atendiendo a lo dispuesto en el  artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala procede a analizar la legitimación de las partes en este juicio.

En tal sentido, la personalidad e interés jurídico de la parte actora quedó acreditada en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 visible a fojas 48 a la 58 del expediente en el que se actúa, ya que está dirigido a su persona, de lo que es inconcuso que le afecta su esfera jurídica y le asiste interés para combatir dicho acto administrativo, su personalidad se encuentra acreditada ya que compareció por conducto de su apoderado legal, visible a fojas 27 a la 37.

Tocante a las autoridades demandadas, el **********, acreditó su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y representación de las demandadas, con la copia certificada, que exhibió, de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo de fecha primero de julio del dos mil veinticinco, ello acorde con lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual obra agregado en autos del presente juicio; documentales antes citadas que adquieren valor probatorio pleno, en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

QUINTO. Causales de improcedencia y sobreseimiento. Una vez realizado el estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento que debe realizar esta Segunda Sala Unitaria, de acuerdo con lo establecido en los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, a Juicio de la Suscrita Magistrada no se advierte que en la especie se actualice alguna de esas causales, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la actora.
SEXTO. Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 4 vuelta a la 24 del presente sumario, los que por economía procesal no se transcriben, resultando aplicable al efecto, por analogía, el contenido de la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Ahora bien, una vez analizados los argumentos de las partes, cabe reiterar que en el presente asunto el acto controvertido lo constituye, la resolución identificada en el oficio ********** de fecha **********, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien resuelve el recurso de revocación interpuesto en contra de la determinación contenida en el crédito fiscal ********** de fecha **********, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por una suma total de $ ********** (**********).
En tal sentido, es necesario precisar que en la parte normativa contenida en el párrafo tercero del artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se dispone que, “cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso”; por lo que este asunto se analizara bajo el principio jurídico de “Litis Abierta”, acorde con lo establecido en el citado artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que dispone: 
“ARTÍCULO 217.- Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código.

…

Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.” …

Sobre el particular tema, respecto al principio de litis abierta, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia, por contradicción, 2a./J. 32/2003, 
 ha dispuesto que en el Juicio Contencioso Administrativo los conceptos de impugnación, ya sean novedosos o reiterativos, pueden referirse no solo a la nueva resolución impugnada sino también la recurrida en sede administrativa. 

Entonces, si de los conceptos de impugnación que vierte el accionante de este juicio, se desprende que, por una parte  se refiere y reitera lo que le agravio de la resolución de origen -crédito fiscal **********-; y por otra aduce diversos conceptos de impugnación respecto de la resolución impugnada en este juicio –oficio **********-; es concluyente que está ultima es controvertida bajo dicho principio jurídico -en Litis Abierta-; por tanto, los argumentos de disenso de la actora se analizan, además,  bajo el principio jurídico de mayor beneficio establecido en el artículo 252 cuarto párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 
 y en tal virtud, por cuestión de método, se estudiarán en primer orden los que controvierten el acto de origen, es decir el crédito fiscal **********.  


Es orientador a lo anterior, por analogía el criterio adoptado en la Tesis emitida por Tribunales Colegiados de Circuito, en materia Administrativa, con datos de localización, rubro y contenido siguientes: 

“LITIS ABIERTA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ANTE EL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO. CONFORME A ESTE PRINCIPIO, CUANDO SE DECLARA ILEGAL LA DECISIÓN DE DESECHAR UN RECURSO, LA SALA ORDINARIA O EL PLENO JURISDICCIONAL QUE CONOZCA DEL ASUNTO, DE CONTAR CON ELEMENTOS PARA ELLO, DEBE ANALIZAR LOS AGRAVIOS EXPUESTOS POR EL RECURRENTE EN SEDE ADMINISTRATIVA, AUN CUANDO NO LOS HAYA REITERADO EN SU DEMANDA, SEÑALADO COMO DEMANDADA A LA AUTORIDAD RECURRIDA, NI INDICADO COMO ACTO IMPUGNADO LA DECISIÓN DE ÉSTA. El artículo 80 de la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de México prevé el principio de litis abierta como rector del juicio contencioso administrativo, cuyas características se comprenden a partir de su alcance establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 32/2003, al analizar ese principio reconocido también en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, a cuya aplicación supletoria remite el artículo 1 del ordenamiento citado en primer término. Ahora bien, si se tiene en cuenta que de conformidad con los artículos 1 y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, éste se instituye como un tribunal de jurisdicción plena con facultades para conocer de los juicios promovidos contra las resoluciones que resuelvan los recursos administrativos y, si con motivo de la litis abierta, el promovente puede hacer valer argumentos novedosos que no formuló en sede administrativa, entonces, con mayor razón, la Sala ordinaria o el Pleno Jurisdiccional de dicho órgano que conozca del asunto, si determina que la resolución que desechó un recurso administrativo es ilegal y cuenta con elementos para ello, debe analizar los agravios que el demandante expuso en sede administrativa, sin que sea necesario que mencione como autoridad demandada a quien emitió el acto recurrido o que señale como acto impugnado a este último, ni que reitere en su demanda los agravios que formuló en aquel medio de defensa, pues cuando se impugna la resolución recaída al recurso, debe entenderse que también se controvierte la recurrida, formando parte de la litis al igual que los agravios que se hicieron valer en su contra, lo que evita reenvíos, en concordancia con el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia pronta y expedita, previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; máxime que la pretensión del demandante es que se dirima a su favor el fondo del asunto planteado y no sólo que se resuelva sobre la procedencia del recurso, lo cual es acorde con la finalidad del principio de litis abierta al facultar, en aras del principio de expeditez en la administración de justicia, al juzgador contencioso para sustituir a la autoridad que tendría que resolver el recurso. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
De igual manera, cobra relevancia en este sentido y apoya lo anterior, por analogía, el criterio contenido en la tesis de Jurisprudencia, por contradicción, numero PC.III.A. J/9 A (11a.), resuelta por el Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la Federación, bajo el Registro digital: 2024109, de rubro y contenido siguiente: 

“JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN EL ESTADO DE JALISCO. CON BASE EN LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA COMPLETA Y DE MAYOR BENEFICIO, LOS TRIBUNALES LOCALES ESTÁN OBLIGADOS A ANALIZAR LOS CONCEPTOS DE NULIDAD DE FONDO, CON INDEPENDENCIA DE QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA ADOLEZCA DE REQUISITOS FORMALES. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron posturas contrarias sobre la interpretación del artículo 72 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, esto es, si el Tribunal de Justicia Administrativa de la entidad tiene o no la obligación de analizar de manera preferente los conceptos de anulación vinculados con el fondo del asunto, cuando de manera prioritaria se hubiese declarado fundado un motivo de disenso de forma (indebida fundamentación de la competencia de la autoridad emisora del acto). Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito determina que en atención a los principios de mayor beneficio y de justicia completa, por regla general, el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco debe y tiene la obligación de decidir sobre los conceptos de anulación de fondo, con independencia de que el acto impugnado carezca de la debida fundamentación de la competencia de la autoridad demandada. Justificación: De la interpretación armónica y funcional de los artículos 1, primer párrafo, y 72 a 76 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, se obtienen las siguientes premisas: El Tribunal de Justicia Administrativa estatal debe resolver los conflictos que se susciten entre la administración pública y los particulares; se fijan los requisitos que debe contener la sentencia (fijación clara de la litis, fundamentos jurídicos, puntos resolutivos y los términos del cumplimiento); no obstante, los formalismos judiciales constituyen un obstáculo para la resolución de los asuntos; de igual manera, las causas de nulidad comprenden tanto aspectos de fondo como de forma. Luego, derivado del análisis del anterior segmento normativo, a la luz del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se pueden extraer diversos principios, a saber: congruencia, exhaustividad, justicia completa y mayor beneficio, pro fondo, entre otros. En ese contexto, por regla general, el Tribunal de Justicia Administrativa local debe identificar todos los argumentos en que descansa la pretensión anulatoria de la parte actora, sobre todo aquellos donde se hacen valer argumentos orientados a obtener la insubsistencia total del acto impugnado; es decir, argumentos encaminados a obtener el mayor beneficio, cuyo objetivo es restituir al particular en el goce del derecho violado, al restablecer las cosas al estado que guardaban antes del acto o resolución impugnados. PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

SÉPTIMO. Estudio y Determinación de Fondo. A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora resultan esencialmente fundados y suficientes para  declarar la nulidad de los actos impugnados, en atención a las consideraciones siguientes: 
Los conceptos de impugnación y agravios vertidas por la  accionante, en su escrito de revocación y demanda de nulidad, respectivamente; están encaminados a señalar que el crédito fiscal ********** incumple lo dispuesto en los artículos  16 Constitucional; 46, 153 fracción I y 154 del Código Fiscal del Estado; por estimar que adolece de una debida fundamentación y motivación, en cuanto al acto de molestia, es decir, la determinación de las multas por no presentar las declaraciones y formulario de pago a que está supuestamente obligada de conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondiente a los meses de ********** a ********** del año **********, misma que fue solicitada mediante requerimiento de autoridad **********. 
De igual manera, la parte actora aduce que, tanto en la determinación de crédito fiscal, como la resolución impugnada –del recurso de revocación- la autoridad demandada dejó de observar el principio de tipicidad, ya que en su consideración no se actualiza la conducta infractora y por ende la infracción a que refieren los artículos 153 fracción I y 154 del Código Fiscal del Estado. 
Bajo este contexto, es necesario precisar que es obligación de todas las autoridades fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esto es, la autoridad, debe señalar tales exigencias, que tienen como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia, a efecto de que el destinatario de este pueda conocer fehacientemente, entre otros requisitos, la autoridad emisora, así como su contenido y consecuencias. 

En este orden de ideas, la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que pretenda imponer la autoridad emisora al acto de molestia que emite, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite; y la de motivación, se traduce en la expresión de las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, mismos que deben coexistir, pues no es posible citar disposiciones legales sin relacionarlas con los hechos de que se trate. 

Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los hechos de que se trate, lo que en realidad implica la fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento.

Por lo que en el caso concreto, en términos del numeral 2º del Código Fiscal del Estado, al determinar el crédito fiscal ********** –acto de origen- la autoridad se encontraba obligada a fundar y motivar correctamente la conducta infractora prevista en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, acorde al supuesto de incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente prevista en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estado, ello acorde al principio de aplicación estricta de las normas, respecto de lo cual cobra relevancia el criterio contenido en la tesis de Jurisprudencia P./J. 100/2006 del Pleno de la Suprema Corte en la Jurisprudencia que en su rubro y contenido dispone.

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón. (Registro: 174326)

Bien, en el acto combatido en el recurso de revocación –crédito fiscal- y en este Juicio en Litis Abierta, la autoridad demandada invoca como precepto legal en que se sustenta –funda- la infracción, el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, que cita:

“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

I. No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores; ..."

Del citado precepto legal que establece las conductas sancionables, se desprende medularmente que son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones:
· No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago a que estén obligados,

· Presentar extemporáneamente, las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago, y;

· Presentar incompletos o con errores las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago. 
De igual manera, del referido acto se desprende que la autoridad demandada, manifiesta como motivación para la determinación de cada una de las sanciones, la siguiente:
"Se determinó multa por no presentar la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el Artículo 24 de la Ley de Hacienda para el estado de San Luis Potosí, correspondiente al mes de (…), misma que fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad número...”
De lo anterior, se desprende que las multas determinadas son por no presentar la declaración y formulario de pago a que se encontraba obligada la parte actora de conformidad con el artículo 24 de la ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, la cual, supuestamente, fue solicitada mediante requerimiento **********.
Sin embargo, del crédito fiscal controvertido -**********- se advierte que la autoridad demandada no precisó las circunstancias que la llevan a considerar que el contribuyente se encuentra en los supuestos de la conducta antijurídica que le atribuye, es decir, no motiva las multas impuestas a la actora, y en consecuencia el débito fiscal determinado, a fin de encuadrar su conducta en el supuesto del artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, lo que a Juicio de la Suscrita Magistrada resulta irrestricto a fin de cumplir con el principio de tipicidad y debida fundamentación; lo anterior, en razón de que la autoridad demandada debió establecer las razones por las cuales la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente los previstos en la disposición legal que invoca, a fin de dar certeza de que realmente se dio la conducta infractora.
En relatadas consideraciones, es inconcuso que el crédito fiscal determinado a la parte actora, por la infracción establecida en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado, no cumple con los requisitos de debida de fundamentación y motivación, establecidos en el artículo 16 Constitucional, en concordancia con el diverso 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado. 

Cobran relevancia en relación con lo anterior, la tesis de Jurisprudencia I.6o.C. J/52 (Registro digital: 173565) y Tesis VI.2º. J/248, de rubro y contenido:  

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.”
“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.” 
Con base en lo expuesto supralíneas, al actualizarse la causal de ilegalidad prevista en el numeral 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luís Potosí, esta Segunda Sala Unitaria, en razón al estudio realizado bajo el principio jurídico de Litis Abierta, resuelve decretar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, y en consecuencia, acorde con lo establecido en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado 
 se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución determinante del crédito fiscal identificado con el número **********, de fecha **********, emitida por el  Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad total de $ ********** (**********); dirigido a la parte actora; así como de la resolución emitida a través del oficio ********** de fecha **********, por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el cual la demandada resolvió el recurso de revocación planteado por la parte actora en contra del crédito fiscal supralíneas analizado, ya que, a juicio de esta Sala Unitaria, este último es considerado un fruto de acto viciado, y por tanto similar al acto de origen su emisión resulta ilegal, máxime si en dicha resolución la autoridad demandada sólo confirmó la determinación del crédito fiscal impuesto al actor.
Sirve de sustento al anterior criterio, por analogía, lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia en la o anterior, localizable en el  Semanario Judicial de la Federación, bajo el Volumen 121-126, Sexta Parte, página 280, con Registro digital: 252103, la cual en su rubro y contenido cita: 

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I, III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,
R E S U E L V E:
PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO. La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del crédito fiscal identificado con el número **********; y de la resolución del recurso de revocación contenida en el oficio **********; y por consecuencia se declara su NULIDAD TOTAL, de acuerdo con los razonamientos precisados en el Considerando Séptimo de la presente sentencia.

TERCERO. Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.  

� ARTÍCULO 15.-. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente, no habilitará los días.


� ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de u n grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. .


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Contenido de Tesis: JUICIO DE NULIDAD. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 197, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, contenía el principio de "litis cerrada" que impedía que se examinaran los argumentos dirigidos a demostrar la ilegalidad del acto administrativo contra el cual se enderezó el recurso, es decir, no permitía que el demandante hiciera valer o reprodujera argumentos relativos a la resolución recurrida; y, por ende, el entonces Tribunal Fiscal de la Federación no estaba obligado a estudiar los conceptos de anulación que reiteraran argumentos ya expresados y analizados en el recurso ordinario; sin embargo, en el texto vigente del último párrafo del citado numeral se simplificó el procedimiento contencioso administrativo al cambiar el principio de "litis cerrada" por el de "litis abierta", el cual comprende no sólo la resolución impugnada sino también la recurrida; los nuevos argumentos que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiarlos. –localizable en el Registro digital: 184472 -


� “ARTÍCULO 252… (…) Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”


� Agravios esgrimidos en el escrito de recurso de revocación –visible de foja 12 a la 18-; y los conceptos de impugnación vertidos en el escrito inicial de demanda –fojas 3 a la 6-. 


� Registro digital: 2020470, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, Tesis Aislada: I.2o.A.22 A (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, Agosto de 2019, Tomo IV, página 4579


� ARTÍCULO 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo


ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas: I. Constar por escrito; II. Indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación; III. Señalar la autoridad que lo emite; IV. Estar fundado y motivado; V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.


� ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.
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